
Fenómenos migratorios
En busca de una perspectiva más ambiciosa
Si bien es cierto que las principales competencias de extranjería recaen en el Estado, también lo es 
que el fenómeno migratorio es una realidad compleja, en la que se deben abarcar aspectos jurídicos, 
acceso a los sistemas de protección social, educación o asistencia sanitaria, etc, en los que sí tiene 
competencia la Comunidad Autónoma de Andalucía.

En 2019, unos 19.000 inmigrantes llegaron a Andalucía de forma irregular, en busca de un futuro mejor 
o huyendo de todo tipo de persecuciones, políticas, religiosas, por su orientación sexual, etcétera. La 
situación de extrema vulnerabilidad de estas personas, requiere una acogida integral y coordinada, en 
la que todas las Administraciones implicadas faciliten la atención que precisa este colectivo.

Y es que Andalucía, por su ubicación geográfica como frontera Sur de Europa, tiene que afrontar 
cada año esta realidad y desarrollar programas de acogida en los que, con el compromiso de todos 
los agentes implicados, se atiende a los inmigrantes que llegan a nuestras costas, velando por el 
cumplimiento de sus derechos.

La solidaridad del pueblo andaluz con estos hombres y mujeres ha quedado patente tanto en las 
muestras de apoyo de sus vecinos, como en la de sus Ayuntamientos, que especialmente los situados 
en la costa, facilitan recursos para auxiliar a quienes llegan a sus playas, tras duras travesías.
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·02 A DEBATE·

Como Defensor del Pueblo Andaluz durante 2019 hemos visitado varios municipios que, bien por su 
ubicación como puerto, bien por su tejido económico, han acumulado mucha experiencia en la atención 
de esta población.

La problemática ha sido heterogénea y compleja, destacando este año las dificultades de las personas 
extranjeras para regularizar su situación administrativa.

Las personas de origen extranjero que se encuentran en Andalucía en situación irregular tienen distintas 
vías para acceder a su residencia legal.

Una de las más habituales es la del arraigo social, autorización de residencia por circunstancias 
excepcionales, a la que pueden acceder quienes acrediten los requisitos establecidos en la normativa 
de aplicación: Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros 
en España y su Integración Social (art. 31.3) y en su Reglamento, aprobado por Real Decreto 557/2011, 
de 20 de abril (artículos del 62 al 66 y del 123 al 130).

Para poder formalizar el expediente de arraigo social, el solicitante tiene que acreditar, entre otros 
requisitos: la permanencia en España durante los tres últimos años, carecer de antecedentes penales, 
tener vínculos familiares con otros extranjeros residentes o con españoles (cónyuge o pareja de 
hecho registrada, ascendientes o descendientes en primer grado y línea directa) , o bien presentar un 
informe de inserción social, que deberá ser emitido, por la Comunidad Autónoma o por Ayuntamiento 
autorizado, en cuyo territorio tenga su domicilio habitual.

Precisamente las dificultades para la consecución de este informe, han motivado diversos expedientes 
de queja en 2019 y unas Recomendaciones como Defensor dirigidas a un ayuntamiento almeriense en 
la que recordábamos con respecto a la elaboración de los informes de inserción, que “No se recoge 
por tanto en la legislación aplicable ni en las instrucciones elaboradas al efecto, indicación alguna 
sobre la exigencia de una carencia específica de permanencia en el municipio para la elaboración del 
informe de inserción social, exigiéndose únicamente que éste sea elaborado por el Ayuntamiento el 
que la persona solicitante tenga su domicilio habitual, que será en el que esté empadronado”; lo que 
nos llevó a formular la siguiente recomendación:

“1ª.- Que por parte de esa Alcaldía, se proceda a la elaboración del informe de inserción a los vecinos 
extranjeros que lo soliciten de acuerdo a lo establecido, tanto en la normativa de aplicación como en 
las instrucciones elaboradas al efecto por la Secretaría General de Inmigración y Emigración, evitando 
la exigencia a los solicitantes de requisitos distintos a los establecidos legalmente”.

¿Esto es un enlace?
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Por lo que respecta a la tramitación de las altas y bajas en el Padrón municipal de los que ya no 
son residentes, esta Defensoría argumentó que el artículo 2.3 de la Resolución de 16 de marzo de 
2015, de la Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia, dispone que el objetivo del padrón es dejar 
constancia del domicilio donde residen las personas, por lo que los ayuntamientos tienen la potestad 
de aceptar otros documentos que no sean el título que legitime la ocupación de la vivienda. Recogiendo 
el mencionado artículo, además de lo aludido por ese ayuntamiento que “Asimismo, el gestor municipal 
podrá comprobar por otros medios (informe de Policía local, inspección del propio servicio etc) que 
realmente el vecino habita en ese domicilio, y en caso afirmativo inscribirlo en el Padrón)” ; en base a 
lo que se dictó la segunda resolución:

2ª.- Que siguiendo las indicaciones de la Resolución de 16 de marzo de 2015, de la Subsecretaría del 
Ministerio de la Presidencia, se compruebe por los medios indicados en la misma que los interesados 
residen en el municipio y tramiten su empadronamiento”.

Estas dificultades para causar alta en el padrón de habitantes, que se ha manifestado en esta queja, 
no solo limita el acceso de los perjudicados a numerosos servicios y prestaciones, sino que dificulta la 
acreditación de la permanencia en España, requerida para poder acogerse a la figura del arraigo social.

Servicios sociales
La labor y los retos de los Servicios Sociales comunitarios
Hace nada menos que tres años que entró en vigor la Ley de Servicios Sociales de Andalucía 29/2016, 
de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía, el 18 de enero de 2017 y poco o nada ha 
cambiado en la estructura de los Servicios Sociales Comunitarios.

La mentada Ley describe a los Servicios Sociales como el conjunto de servicios, recursos y prestaciones 
orientados a garantizar el derecho de todas las personas a la protección social, en los términos 
recogidos en las leyes, delimitando como su finalidad, la de la prevención, atención o cobertura de 
las necesidades individuales y sociales básicas de las personas en su entorno, con el fin de alcanzar o 
mejorar su bienestar. Es decir, tal y como reseña su Preámbulo, los Servicios Sociales son un elemento 
esencial del estado del bienestar, dirigidos a alcanzar el pleno desarrollo de las personas en la sociedad 
y a promocionar la cohesión social y la solidaridad.

Tan importante labor, obvio es decirlo, precisa de una estructura robusta en la conformación de los 
Servicios Sociales, en la que los profesionales al servicio de los mismos alcancen una dotación capaz de 

Enlace a materia 3 del Capítulo 1 del Informe 
Anual 2019

Foto de reunión de la Oficina de Información 
con los trabajadores sociales
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